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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta tanto por el CONSORCIO COLOMBIA MAYOR, como por el INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR –ICBF-, contra la decisión proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad, mediante la cual tuteló los derechos fundamentales reclamados por la señora AMPARO SALAZAR GALVIS. 
ANTECEDENTES:
La señora Amparo Salazar Galvis instauró acción de tutela en contra del ICBF, a quien acusó de vulnerar sus derechos fundamentales a la igualdad, seguridad social, mínimo vital y trabajo, ello conforme a los hechos que se extraen a continuación: 
Estuvo vinculada al ICBF desde el mes de febrero de 1994 hasta julio de 2004 como madre comunitaria y atendiendo las estipulaciones contenidas en la Ley 89 de 1988, siguiendo órdenes y directrices de ese Instituto. 
Prestó de forma personal labores en las que se le encomendó el cuidado general de infancia y adolescencia, como cuidar, alimentar y organizar los niños del Hogar Comunitario; para ello, su jornada laboral iniciaba muy temprano en la mañana, y se extendía durante más de 8 horas diarias, bajo una completa subordinación del ICBF, siendo incluso objeto de supervisiones y calificación en el desempeño por parte de este último.

Desde su vinculación ha recibido una retribución periódica, que a pesar de ser concebida por la encartada como una beca o subsidio, realmente es una remuneración por su servicio, pago que siempre correspondió a la mitad del smlmv, hasta el 2 de febrero de 2014 cuando se equiparó al salario mínimo en cumplimiento a una sentencia de la Corte Constitucional. 

El ICBF no realizó cotizaciones en favor suyo por concepto de los diferentes aportes en seguridad social y salud, lo que hoy por hoy le impide acceder a una pensión de vejez, pese a no contar con ninguna otra fuente de ingresos. 

De acuerdo a lo narrado, considera que se ha dado la configuración de un contrato realidad, como lo establece el artículo 23 del Código Sustantivo de Trabajo, pero esa evidente relación laboral no ha sido reconocida por parte del ICBF, entidad que ha respondido negativamente todas sus reclamaciones de acreencias laborales y parafiscales.   

En vista de lo anterior, solicitó la protección de los derechos fundamentales invocados como vulnerados, y en consecuencia, se ordene al ICBF pagar a la administradora de pensiones el retroactivo correspondiente a los parafiscales para aportes a pensión desde el mes de enero de 1997 hasta diciembre de 2006, por la afiliación que debió hacerse al sistema de seguridad social.
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA:
1. Admisión: 

El Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira avocó el conocimiento de la actuación el 17 de agosto del año que transcurre y corrió traslado del escrito de tutela al ICBF en sus niveles Regional y Central en la forma indicada en la ley. Más adelante, mediante auto del 24 de agosto de 2017, ordenó la vinculación oficiosa del Consorcio Colombia Mayor 2013, como administrador de la cuenta denominada Fondo de Solidaridad Pensional, y por último a Colpensiones. 
2. Pronunciamientos de las entidades accionadas y vinculadas: 
ICBF: por intermedio de la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de esa entidad, expuso de entrada que no es cierto la afirmación hecha por la actora en lo referente a que existió un vínculo o relación laboral con ese Instituto.
Además, refirió que en la actualidad el régimen jurídico de las madres comunitarias se encuentra en un período de transición que trajo consigo la expedición de la Ley 1607 de 2012, con la cual se estableció que para la vigencia del año 2014 se formalizarían laboralmente a las madres comunitarias, correspondiéndole a las asociaciones de padres de familia o a las entidades privadas que contratan con el ICBF, la responsabilidad de contratar a las madres comunitarias y pagar las acreencias laborales que establece el ordenamiento laboral colombiano a partir de esa fecha. 
Aclaró por otra parte que el Fondo de Solidaridad Pensional, adscrito al Ministerio de Trabajo, es el encargado de subsidiar los aportes al régimen general de pensiones de las madres comunitarias, conforme al informe que emite el ICBF respecto de las personas que ostentan esa calidad de madres comunitarias.   
Más adelante, después de poner a consideración las normas jurídicas que al respecto estimó pertinentes, sacó a relucir que la actora no cumplió con la acreditación de los requisitos para la procedencia de la solicitud de amparo constitucional, tanto de subsidiariedad, como de inmediatez, sin que hubiera puesto en evidencia la posible ocurrencia de un perjuicio irremediable que permitiera ser más flexible en el estudio de dichas reglas procesales. 
Consorcio Colombia Mayor: explicó que la señora Amparo Salazar Galvis estaba cobijada por el programa de subsidio al aporte en pensión, el cual consiste en que una vez el interesado se afilie al mismo, se genera un talonario con recibos para que esa persona efectúe el aporte obligatorio que le corresponde en nombre del programa a Colpensiones, posteriormente, esa administradora de pensiones envía al Consorcio una cuenta de cobro para que realice el desembolso a nombre del beneficiario. 
De acuerdo a ese modo de operar, indicó la entidad que la señora Salazar Galvis hacía parte del aludido programa desde el 1º de mayo de 1996, pero fue retirada del mismo en el año 2002 por incurrir en la causal de pérdida del derecho contemplada en el numeral 9 del Decreto 2414 de 1998, la cual consiste en incurrir en mora superior a 4 meses para efectuar el aporte que le corresponde. 

Por otra parte, dijo que carece de legitimación en la causa por pasiva, puesto es el ICBF quien tiene la capacidad de suspender cualquier posible vulneración en contra de la accionante, pues ese consorcio no se encuentra en condiciones de decidir sobre el contrato realidad al cual se ha hecho alusión; sin embargo, solicitó la vinculación al asunto del Ministerio de Trabajo, puesto que el Consorcio actúa bajo las instrucciones impartidas por esa Cartera Ministerial. 

Así mismo, puntualizó que la acción de tutela no es el mecanismo idóneo para solicitar el reconocimiento de prestaciones económicas.   
3. Decisión: 
Finalmente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió mediante fallo del 30 de agosto de 2017, tutelar el derecho fundamental a la seguridad social del cual es titular la señora Amparo Salazar Galvis, y en consecuencia ordenó al ICBF que por intermedio de su Gerente Regional Risaralda, adelante el trámite administrativo a que haya lugar para efectuar el reconocimiento y pago de los aportes parafiscales en pensiones faltantes al SGSS a nombre de la actora, debiéndose verificar si corresponden al periodo comprendido entre el 2 de febrero de 1994 hasta el 19 de junio de 2004. 
Además, ordenó al Consorcio Colombia Mayor que una vez recibidos los mencionados aportes por el ICBF, transfiera su totalidad a Colpensiones. 

Finalmente, ordenó a Colpensiones que una vez recibida la transferencia de los aportes por parte del Consorcio Colombia Mayor, proceda a la carga de los mismos en la historia laboral de la accionante, con el fin de que pueda iniciar los trámites administrativos tendientes al reconocimiento de su pensión de vejez.     
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:
Una vez notificada la decisión de primera instancia, fue recurrida en forma oportuna por parte del ICBF y el Consorcio Colombia Mayor, como pasa a relacionarse:

Consorcio Colombia Mayor: en primer lugar solicitó que se declare la nulidad de lo actuado, toda vez que no se vinculó al asunto al Ministerio de Trabajo, de quien considera fundamental su intervención, por tener interés legítimo en las órdenes que se impartieron, tal como expuso en su respuesta inicial dentro del trámite de primera instancia. 
Más adelante reiteró sus argumentos acerca del rol que desempeña ese Consorcio, como administrador fiduciario del Fondo de Solidaridad Pensional, explicando que en virtud de lo contemplado en el artículo 26 de la Ley 100 de 1993, las madres comunitarias beneficiarias del Fondo de Solidaridad Pensional, Programa de Subsidio al Aporte en Pensión, obtienen un subsidio del 80% por parte de ese programa, correspondiéndoles a ellas de forma obligatoria el pago del 20% restante, no obstante, en el caso concreto de la actora, se tiene que ella fue beneficiaria de ese programa, pero incumplió las obligaciones que tenía a su cargo al incurrir en mora de más de 4 meses en el pago de los aportes que a ella le competían. Ello quiere decir que fue una omisión atribuible a la accionante la que derivó en su imposibilidad de continuar en ese programa. 
Además, refirió que en la decisión de primera instancia no se ahondó en las circunstancias especiales de la accionante que permitieran dar paso a un estudio de fondo sobre el asunto, pues no se encontró suficientemente acreditado que la señora Amparo se encuentra en una situación económica precaria, o que tenga estatus de tercera edad, ni tampoco que padezca un mal estado de salud. 
Por otra parte, el fallo de primera instancia desconoce el principio constitucional de sostenibilidad fiscal, que podría llevar a una desestabilización en el funcionamiento del fondo de solidaridad, dado que no se cuenta con presupuesto para dar cumplimiento a la orden que se le impuso, lo que torna en imposible su observancia.

Finalmente refirió que el presente asunto carece del supuesto de inmediatez para su procedencia, máxime cuando se pretende utilizar para el reconocimiento de prestaciones con carácter económico.  

ICFB: por medio de la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica indicó que aunque en el Auto de la Corte Constitucional que resultó ser uno de los fundamentos para sustentar la decisión de primera instancia, esto es el No. 186 del 17 de abril de 2017, que declaró la nulidad parcial de la Sentencia T 480 de 2016, en esa oportunidad se dejó claro que la responsabilidad del ICBF es la de informar al Fondo de Solidaridad Pensional quiénes fungieron como madres comunitarias para que éste transfiriera los aportes pensionales faltantes. En ese sentido, solicitó, al igual que el Consorcio Colombia Mayor, que se decrete la nulidad de las actuaciones de primera instancia, puesto que es fundamental la vinculación al asunto del Ministerio de Trabajo, ya que es el administrador fiduciario del referido fondo de solidaridad, y tiene a su cargo las subcuentas con las que se financia el programa de Subsidio al Aporte en Pensión.    

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si fue atinada la decisión de primer nivel al conceder la solicitud de amparo deprecada por la señora Amparo Salazar Galvis, o si como afirmaron las entidades accionadas, recurrentes en esta oportunidad, no es la acción de tutela el mecanismo procedente para acceder a sus pretensiones, conforme al material obrante en el expediente para el caso concreto.  

Acorde con lo previsto por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene derecho a acudir a la acción de tutela para invocar ante los jueces en cualquier momento y lugar, directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona como integrante de la sociedad, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos prácticos y seguros para su protección. 

Antes de entrar a resolver el conflicto propuesto, deberá examinar esta Corporación si en el presente asunto se cumple con las reglas de procedencia de la acción de tutela, lo cual se constituye en un requisito sine qua non, para dar paso al estudio de fondo que se pretende; tales exigencias se circunscriben en dos a saber: subsidiariedad e inmediatez.      

El presupuesto de la subsidiariedad tiene su base en el mismo artículo 86 Superior, que contempla primigeniamente el derecho a acudir a la acción de tutela como mecanismo para obtener la protección de los derechos fundamentales de las personas, en aquellos eventos en que los mismos son quebrantados o amenazados por las autoridades, sin embargo, señala de forma expresa que sólo procederá cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”. 
En consonancia con ello, el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 indica que la acción de tutela no procederá: “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”

Quiere decir lo anterior que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a pronunciarse sobre la presunta vulneración de derechos fundamentales, toda vez que de acuerdo a la jurisprudencia
 constitucional, esta acción ha sido concebida con el fin de llenar los vacíos existentes en el ordenamiento jurídico, para lograr la protección de dichas prerrogativas. 

De este modo, es claro que ante la existencia de otro mecanismo judicial al alcance del actor, el asunto puede y debe ser ventilado ante la justicia ordinaria, donde por especialidades están en la capacidad de resolver con más precisión el conflicto propuesto, especialmente en aquellos casos donde se requiere de un análisis probatorio concienzudo para determinar cuál es la norma a aplicar o inaplicar en cada caso concreto; por tanto a la tutela se debe acudir como último recurso o como el primero pero de manera transitoria, y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente a un perjuicio irremediable. 

 
Ahora, en lo que tiene que ver con el principio de inmediatez como requisito de procedencia para la acción de tutela, debe decirse que en principio el Decreto 2591 de 1991 señala que el mecanismo constitucional puede ser interpuesto en cualquier tiempo, especialmente si se pretende dar protección inmediata ante la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales, sin embargo, la jurisprudencia ha precisado que cuando éste no se presenta de manera concomitante con la vulneración o amenaza de los mismos, sí debe ser interpuesta en un tiempo razonable desde que acaecieron los hechos causantes de la trasgresión. Sobre este asunto ha dicho la Corte Constitucional que:  
“la inexistencia de un término de caducidad no puede significar que la acción de tutela no deba interponerse dentro de un plazo razonable. La razonabilidad de este plazo está determinada por la finalidad misma de la tutela, que debe ser ponderada en cada caso concreto. De acuerdo con los hechos, entonces, el juez está encargado de establecer si la tutela se interpuso dentro de un tiempo prudencial y adecuado”
.
Y más adelante, otro pronunciamiento dijo esa Alta Magistratura que: 
“…el constituyente asume que la acción de tutela configura un mecanismo urgente de protección y lo regula como tal. De allí que choque con esa índole establecida por el constituyente, el proceder de quien sólo acude a la acción de tutela varios meses, y aún años, después de acaecida la conducta a la que imputa la vulneración de sus derechos. Quien así procede, no puede pretender ampararse en un instrumento normativo de trámite sumario y hacerlo con miras a la protección inmediata de una injerencia a sus derechos fundamentales que data de varios años”.

Caso concreto: 

Sería del caso proceder a analizar si en efecto la entidad accionada incurrió en una vulneración a los derechos que invoca la recurrente, tal como afirmó el Despacho Cognoscente, sin embargo, teniendo en cuenta los requisitos de procedibilidad que se expusieron en párrafos anteriores, es evidente que para este preciso caso se presentan las dos causales de improcedencia, impidiendo con ello la realización de un estudio de fondo sobre el asunto:
De acuerdo con las manifestaciones realizadas por la señora Amparo Salazar Galvis en su escrito petitorio, se tiene que su pretensión está encaminada a que por medio de este mecanismo constitucional se le ordene al ICBF el pago de los aportes parafiscales por aportes en pensión durante el tiempo que presuntamente sostuvo un vínculo laboral con aquel instituto, y durante el cual éste omitió cumplir con ese deber.    
De acuerdo a lo anterior, afirmó la actora que trabajó para el ICFB desde el mes de febrero de 1994 hasta julio del año 2004, sin que durante ese interregno su empleador efectuara ningún tipo de cotización en pensión al sistema general de seguridad social, sin embargo, al respecto encuentra esta Corporación que el Juez de primer nivel estuvo desatinado en sus apreciaciones, al desatender lo que en ese sentido explicó el Consorcio Colombia Mayor acerca de los aportes pensionales que se realizaron, y los que se dejaron de realizar en nombre de la señora Salazar Galvis, pues aunque el A quo hizo referencia a sus dichos, no realizó ninguna valoración frente a los mismos.
Lo anterior, por cuanto el mencionado Consorcio explicó que si bien la accionante fue beneficiaria en algún momento del programa del subsidio pensional que maneja esa entidad, por fungir como madre comunitaria del ICBF, tal patrocinio es objeto de un cumplimiento mínimo por parte de su acreedor, el cual no fue respetado por la accionante, toda vez que el aporte que realiza la entidad no asciende al 100%, sino que cubre el 80% del aporte, correspondiéndole a ella el pago del 20% restante, el cual debía consignar en la respectiva administradora de pensiones, para que ésta a su vez remitiera al Consorcio la respectiva cuenta de cobro para que cumpliera con el aporte faltante. 
Tal procedimiento tiene su regulación en la Ley 509 de 1999 “por la cual se disponen unos beneficios en favor de las Madres Comunitarias en materia de Seguridad Social y se otorga un Subsidio Pensional”, misma que en su artículo 5º indica que:  
“De conformidad con lo previsto por la Ley 100 de 1993, en concordancia con lo dispuesto por el documento Conpes 2753 del 21 de diciembre de 1994, el Fondo de Solidaridad Pensional subsidiará los aportes al régimen general de pensiones de las Madres Comunitarias (…)”

Más adelante, en su artículo 6º específica que el subsidio corresponderá al 80% del total de la cotización para pensión: 

“El monto del subsidio será equivalente al ochenta por ciento (80%) del total de la cotización para pensión y su duración se extenderá por el término en que la Madre Comunitaria ejerza esta actividad.”

No obstante, el Decreto 1858 de 1995, modificado por el Decreto 2414 de 1998, contempla de forma expresa la pérdida del derecho a los subsidios cubiertos por el Fondo de Solidaridad Pensional cuando el afiliado: “deje de cancelar cuatro (4) meses continuos del aporte que le corresponde”
, lo que en esa oportunidad alude el Consorcio Colombia Mayor, fue lo que ocurrió con la señora Amparo. 
Tal afirmación es un asunto que no fue objeto de debate alguno en la sentencia de primera instancia, toda vez que a criterio del Juez Cognoscente era necesario conceder el amparo reclamado por la señora Salazar Galvis, por el hecho de haber fungido como madre comunitaria durante el lapso señalado, calidad que por situarla en una posición de especial protección constitucional merecía un especial trato, tesis que no comparte esta instancia, porque el simple hecho de pertenecer a ese grupo poblacional específico no se traduce en la adquisición inmediata de la titularidad de los derechos invocados. 

Es así como hacer parte de un status reconocido como vulnerable, no la exoneraba de cumplir con una serie de requisitos que llevaran al Juez constitucional al real convencimiento de los argumentos expuestos por medio de esta especialísima acción, por lo que debió informar no sólo del acontecer fáctico que le favorecía, en cuanto a las labores especiales que desempeñó en su rol de madre comunitaria, sino que también le correspondía relatar que, contrario a lo indicado por ella, sí hubo un tiempo en que se benefició del subsidio que su calidad le otorgaba, pero que por alguna razón (que en este caso el Consorcio Mayor le atribuye a ella) lo perdió. 
Partiendo del panorama trazado, no se tiene conocimiento de los recursos que en la instancia administrativa usó la señora Amparo Salazar Galvis ante la decisión del Consorcio Colombia mayor de excluirla del grupo de beneficiarios del subsidio pensional, lo cual se constituye en el primer aspecto que lleva a la Colegiatura a pensar que no se cumple el requisito de subsidiariedad de la acción de tutela, por el no agotamiento de todos los mecanismos al alcance de quien promueve este tipo de solicitud. 
Quiere decir lo anterior que aunque el Órgano de Cierre Constitucional ha admitido la procedencia de esta acción para el reclamo de derechos prestacionales similares a los pretendidos en esta oportunidad, ello obedeció a circunstancias fácticas diferentes, y el hecho de avalar que eventualmente el Juez pueda dar paso al estudio de fondo de este tipo de asuntos, es un tema que debe ser analizado en cada caso concreto, y conforme al material probatorio arrimado al expediente, pues entre otras cosas no quedó demostrada, más allá de una presunción rápida, la “posición de desventaja económica y o social” de la accionante, tampoco su mal estado de salud, o evidente estado de vulnerabilidad, mucho menos que sea una persona de la tercera edad. 

Tal presupuesto permite inferir que se incumple el requisito de subsidiariedad o residualidad de la acción constitucional, especialmente porque existen otros mecanismos judiciales más completos y profundos de defensa judicial al alcance de la actora, sin que se haya podido establecer por qué razón no resultan idóneos para lograr el fin propuesto, máxime cuando aquel presupuesto, también llamado residualidad, va dirigido a que exista completa armonía y división de las respectivas competencias que se han distribuido dentro de la Rama Judicial, como uno de los poderes públicos. Al respecto ha dicho la H. Corte Constitucional: 
“… cuando se configuren esas circunstancias de carácter excepcional que desplazan el mecanismo judicial ordinario y abren paso a la intervención de la jurisdicción constitucional, se requiere que: i) el asunto debatido tenga relevancia constitucional, es decir, que se trate indiscutiblemente de la protección de un derecho fundamental; ii) que el problema constitucional que se plantea aparezca probado de tal manera que para la verificación de la vulneración del derecho fundamental cuyo amparo se solicita, no se requiera ningún análisis de tipo legal, reglamentario o convencional, que exija del juez constitucional un ejercicio probatorio que supere sus facultades y competencias; y, iii) que el mecanismo judicial ordinario resulte insuficiente para proteger los derechos fundamentales violados o amenazados. No obstante la regla general de solución de controversias laborales por parte de la jurisdicción competente [ordinaria o contenciosa], paralelamente la jurisprudencia constitucional ha sostenido que de manera excepcional ante ciertas circunstancias, puede abrirse paso la acción de tutela para resolver ese tipo de conflictos,…”.

Por otra parte, mírese que tampoco se cumplió con el requisito de inmediatez como regla de procedibilidad, lo cual se entrevé del tiempo que ha dejado trascurrir la accionante para acudir a esta solicitud de amparo constitucional, pues el tema que está discutiendo tiene su origen en hechos ocurridos hace más de 13 años, desde la supuesta desvinculación laboral con el ICBF, lo que desvirtúa aún más la hipótesis de un posible perjuicio irremediable que le impida esperar los resultados de un proceso, donde después del análisis probatorio y concienzudo que corresponda, se pueda establecer con certeza si hay lugar a la concesión de los derechos reclamados. 
Lo dicho hasta ahora es suficiente para llevar a esta Colegiatura a concluir que la acción de tutela resulta improcedente, como se partió diciendo inicialmente, al no cumplirse con los requisitos de inmediatez y subsidiariedad, ni tampoco observarse el perjuicio irremediable que hubiera permitido pasar por alto aquellos; de acuerdo a ello, la decisión evaluada se habrá de revocar. 
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta ciudad el 30 de agosto de 2017, y en su lugar NEGAR POR IMPROCEDENTE la acción de tutela instaurada por la señora AMPARO SALAZAR GALVIS.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia C-543 de 1992


� � HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/RELATORIA/2011/SU339-11.htm" \l "_ftnref14" ��Sentencia SU-961 de 1999.


� Sentencia T- 730 de 2003. 


� Literal e, artículo 9, Decreto 1858 de 1995


� Sala Segunda de Revisión, Sentencia T-097 del 16 de febrero de 2006, MP: Alfredo Beltrán Sierra.
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